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l. EL PRINCIPIO DE DO­
CUMENTACIÓN PÚ­
BLICA DE LOS ACTOS 
INSCRIBIBLES 

El priucipro que establece la nece­
sidad de docunocntado'm pública o au­
téntica de los derecho.~ y <!ctos inscri­
bibles en ci Registro de la Propiedad 
es de honda trmlid6n en nuest ro Den:­
cho Registra! histórico. 

Aparece ya ~ro el sist-.:111a registtal de 
las Contaduría;; de Hipotecas. est~ blcci ­

du por Carlos lll en 1768. Y en lu Expo­
sición de Motivos de la r.~y Hipotecaria 
de IH61, la justifi cación del principio se 
hace con esta~ palahrll.S: "Sólo han sido 
hasta aquí objeto de in:;cripd 6n los títu­
los cuya autenticidad aparecfadt\~de lue­

go: los drocumer\tos privil<lós 1ió sólíañ 

admitirse en los Registros; c~mbi~r ~" 
este punto y, por regla general. lo exis­
tente .. empeontría en vc1. de lll<Ojorar la 
condición de la propiedad y del créJito 
territorial; no debe recibir e l sello de un 
Archivo público más que lo que. no deje 
dudas de su legitimidad. Por esto, la 
Comisión. siguiendo en parte lo propues­
to en el proyecto de Código Civil. pro­
pone que sólo puedan .ser inscritos Jos 
títulos consignados .::n escritura públi­

ca. ~n ejecworia o e11 documemm tm­
léllticos, expedidos en fomu legal por 
el Gobie.mo u por sus agentes". 



26 .. · .. 8· .. ··. ~~ .. 

'· 

Cnmo ycremos ·~nscguidr., esta do e· 

trina ha r4.1ado liter~lmente ¡¡la actnnl 
legislación hipotecaria. 

El prqcedimicnto registra! en ci sis­
tema españ~l está regido, como regla 
g~ncral, ¡x1r In' principios de escritura, 
frente a oralidad, y de documwtación 
o titulactón pública, frente a documen­
tación o titulac~ón privada. 

La fom1ulac!ón del principio d" ti­
tulación pública se encucntt·a en el an. 
3." de la Ley Hipotecaria: "Para que pue­

dan ser inscrnos los títulos expr-esados 
en el artículo amenor, deberán eslill' con­
signarlm en escritilla plihlic3, ejecuto­
ria o documento auténtico e~pcdido por 
la Autoridad JUdJCial o por el Gobierno 
o su~ Agentes. en la l'orllla que prc~cri­
ban los Reglamentos". 

El art. 2. 0 ue la Ley Hipotecarias~ 
refiere al rfwlo marcnai de los derechos 
inscribibles (título~ traslativos y decla­
mtivos de dercxhos reales sobre bienes 
mmuebles; o en que se constituyan, re­
conozcan, modifiquen o extingan dere­
chos d~ usufn,cw. uso. habitación, etc.). 
El art. 3.''. por su parte, está dedicado al 
rím/o formal, del que proclama la exi­
gencia de que sea público o ~uténtico. 

El art. 3-" de la Ley Hrpotecaria 1m­

pone, en primer !u gar, que los actos im­
crihihlcs cnnsten en escriwra pública 
o en ejewroria. que son los protonpos 
de documentación notarial y judicial, 
respectivamente, y <¡ue. ciertamente, 
·~L'M"I M"':.\-n-\-"l.':\t.&'IJ" .IHI&ítHi.r\111' .• IJ_") ... ~f\'t!'l 

razón, la doctrina critica que el un. 3 •, 
en ~egunr!o Jug~r. se refiera al documen­
to autémico, como si aquellos dos do­
cumentos no lo fue mn. 

En la tenninología dommm1te al pro­
mulgarse la primera Ley Hiputcc~ria, 
la expresión dvcumenro aurénriw era 
habitual; en encambio, era excepcional 
la de documenro pú!J/ico, generalizada 
tras ía publicación del Código Civil. 

En cualquier caso, el art. 3." de la 

fícación u e títulos formales mscribibles, 
sino que, como señalan GALINDO'y 
ESCOSURA, se relacionan dos títulos 
concretos -escrirums púh!h·asy ejer·¡,. 
roriaJ-' y uno amplio o genéri~o. el de 
documenllit tmtén:icos;en el que se in ­
cluyen todos los dcmá~ documento~ 
públicos que no sean ni escrituras ni 
l'j¡;c u toria~ 

Otros autores -<:omo CHICO OR­
TIZ- estiman que, en el fondo, n lo que 
se está rcfl riendo el art. :l." es a los du­
,·umcmos !Wtanaies.judiáales y admi­
nistmlivo.\·. Pero. en dcfimtiva, hay que 
elogi~r el texto kg~l, en CtJarl!o procla­
ma la necesidad de documemación pú­

blicll o auténtica. Aunque sea cr i!lcnbl~ 

la enumer;tción de títulos noranales y 
judiciales inscribibles que hace, eviden­
temente inmmplcta, ~i bien ampliamen­
te desarrollada en otros preceptos de la 
legislación hlpotecaria~ con lo que se 
aminora la importancia de aquella crí-· 
rica. 

II. CONCEPTO LEGAL 
DE TÍTULO FORMAL 
INSCRIBIBLE 

El arl. P rk la Ley Hipotecaria se 
limita arel ac10nar algunas categorías de 
tí:ulos fonnales in.>cribihles; peto una 
dcfinici6n l:Ornprcmiva tk los req tt isi­
tos que debe reunir cualquier título para 
poder acceder al Registro de la Prnpic­
dad, solamente la encontramos en el art. 
33 del Reglamento Hipotecario: "Se 

IR inscripción. el documento o docu­
mentas públicos en que funde mmedia­
tamente su cterechn la persona a cuyo 
favor haya de pracricarse aquella y que 
hagan fe, en cuanto al contenido que sea 
objeto de l~ inscripción, por >Í solos o 
con otros complementarios o mediante 
formahdades cuyo cumplimiento~" 
acredite" 

Siguiendo la técnica habttual en 1 a 
doctrina hipotecarista, tmtarcmos de 
desglosar el texto reglamentario. 

Ley Hipotecaria no contiene una el así- a) El precepto nos da una defínici 6n 



de título, pero de iímio formal. como lo 
~rucha la inmediata relación con las 
pa labra~ "documento o documemos": 
además, se rrata de un concepto de títu­
lo ''p~ra los efectos de la in.>cripción". 
en el que no entran algunos documen·· 
ro., que, aún siendo públicos, na reunen 
lo> demás rcquisilos que aquí se recla­
man: v.gr. las cerlificaciones de los 
Con edores de Comercio. 

b) El rftulo en que se rormahce ei 
derecho inscribible, puede esrar integm­
do por nno o w1rios ducumeuros; v.gr. 
el caso más corneme de derecho inscri­
bible íorrn¡¡filadn en documento üuico. 
suele ser la escritura pública de com­
pra\'cnta: y en varios, el de la partición 
hereditaria. donde, junto a la escrirur~ 
de partición o protocolización. ha}' que 
acompañar el testamento o declaración 
de herederos, jud:cial o notarial, me­
diante la prcsmtación del auto o m: la. 

según proceda, que constituyen el titu­
lo material de la transmisión, además 
de los certificado;; de defunción ~ de! 

Registro de Actos de Ultima voluntad 
(a11Ículos 14 de la Ley HipoteCliJ ia, HIJ 
y s;guientes del Reglamento). Por otra 
parte, ~demás del documento o título 
ins.:ribibk principal, pueden ser nece­
sarios documenros complemenlarios. 
como la escntura de poder. 

e) El documento o documentos in­
tegrantes del titulo formal inscribi­
ble han de ser documento.\ púhli.-rM. 
es decir han de esrar autorizados por 
Not<lrio o funcionario público com­
pe.lente con las formalidades rcll\lc­
ridas por la Ley (art. 1.216 del Códi­
go Civil). 

d) El documcnln o documentos pú­
blicos han de ser preci=emc ~11¡ udlos 
"en que fu nde inmediatamente. su dere­
cho la persona a cuyo favor haya de 
practicarse" la inscripción. 

Para ROCA SASTRE, esto signifi ­
ca que el documento ha de ser el ~o ­

porte directo e insoslayable del dere­
cho del posible ti tular registra!. Para 
LA RICA, que'no basta que en el do-

cumemo ;e .:;onteng:~n mcr~s referen­
cias indirec!8S o fundamentos media­
tos del dere~hn que se ha de i1hcribir. 
P:ua SANZ FERNANDEZ. q•Je el do­
cumento ha de contener dircctilmente 
el acto inscribible; r¡nc <~! títuln inscri­
bibk l1:; de ser el d OC!Wlenm mismo y 
no sus rcprodjicciom.>s. salvo las copias 
noraria/,~s o rextimonios judiáa!Fs; y 
que d documento ha de ser el que. co­
rresponda a la JUturaleza del derecho 
que se inscriba. 

Estas exigencias del titulo rormnl 
inscnbrble. exduyen la consideración 
d~ labcn las fotocopias y documentos 
·'c.ompulsados" n coh:jedos con el ori­
ginal. En cu~nto a l:isforocopias. como 
documemo norarial complementario, la 
Dirección General de los Registros (Re­
solución d~ 26 de noviembre de 197 1) 
las considera como testimonios por ex­
hibición, :1 lfts que se aplica la legisla­
ción notarial, pt~ro que no pueden susti­
tuÍ! a la prim~racopta original. a cfectus 
de su inscripción en el Registro de ht 
Propiedad. 

e) El docnmento o documen1os pú­
blicos es preciso "qll\: h~g~, , fe, en cuan­
lO ¡\l contenido que Sl!a objeto de la ins­
crip~i óu, por sí solos o con o1ros 
complement;u·ios o mediante fonnalicb­
des cuyo cumplimiento se acred ite". 

La exigcn~ia de que un ctocumcnro 
público haga fe, como unánimemente 
señalala ductriua (SAN 1-"ERNANDEZ, 
ROCA SASTRE. CI·IICO ORTIZ), es 
rcitcrante e innecesaria. ya que el do­
cumento público, por su propia natura­
leza, hace fe , y hace. fe por sí sólo, sin 
ncccsidml de otros documentos comple­
mentarios o del cumplimiento Jc nin­
guna formalidad. Otra cosa es que, para 
la plena fonnación d-.:1 wntcnido regis­
tra!, sean necesarios esos documentos 
o formalidades complementarias (v.gr. 
ilcompañ:lr la ,·ert ifieaci<Sn de defun­
dón, o la eS<::rilura de poder. o el certi­
ficado de previa inscripción en el Re­
gist.ro administmtivo para la inscripción 
de una Cooperativa). f1f0 ~U.!/ 
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Ill. CONSTANCIA ~EGIS­
TRAL DEL TITULO 
FORMAL 

La expresión dcltítuin formal o do· 
cumen!O continenle del dacdlO o 
a~ro inscribihie, es una de las circuns· 
;ancia~ que debe r~-coger la inscripción: 
clase de título: f~cha de .;u otorgamien­
to, 3utorización o expedición: Juez, Tri· 
bunnl, Notario o tüncionario que. lo au­
rolice; !\otario en w~r· protocolo se 
encuemre o Juzgado o Tribunal dd que 
proceda. cu[,ndo no sea el m;smo que 
ío autonzó: •i se' trata tic documentos 
complementarios no notariales, ba~tará 
cmiSignar el funcionario que lo autori­
ce y su rcsidenciJ; ~uamlu proceda, se 
indicará que el documemo se archiva 
(articulo:; 9.6.' de la Ley Hipotecaria y 
5l.l l de su Reg!amento). 

IV. DOCUMENTOS JUDI­
CIALES INSCRIBI­
BLES 

Ya hemos visto como el art. Y de la 
I..(:y Hipoa:~ari:l ~~ ige, en todo caso, 
"e.iecutoria o documento améntit:o". 
Hay, además, una re.gla general para el 
ncceso d~ lo' documentos judiciales al 
Registro de la Propiedad, rccogid<l en 
el art. 257 de la Ley Hipotecaria: "Para 
que en vinud de resolución judicial pue­
da hacerse cu:llquicr nsicnto en el Re­
gistro. expedirá el Juez o Tribunal. por 
duplicado, ei mandarniemo correspon­
diente, excepto cuando se tr.lk de cjc­
<wA'llrii•s". 

Ahora biel', para precisar los docu­
mmtos en cada caso, ha)' l)UC tener en 
cuema las distunas resoluciones judicia­
les. 

a) Semenciu>. que se inscriben a trá· 
vés del correspondiente u·aslado, certi­
fi cación o tcstinwnio, e~ pedido por el 
Secretario, y que han de ser finnes; la 
ejecutoria es el documento solemne en 
que se comigna una sentencia fi rme que 
se encabeza m nombre dd Rey (arl. 
245.2,3 y 4 de la Ley Orgánica del Po .. 

cter Judicial de 1 de julio de l9li5 y 374 
de 1~ Ley de Enjmciamiento Civil). 

1>) J'rol'idencios, <Jll<: tienen por ob­
jeto la ordcna.:ión material del proceso 
y sirven de bali(: u los mandamiemos, 
qu~ ~e emplean parJ ordenar al Rcgis­
tmdor y a otros funcionarios el libra­
miento de certificaciones o testnnonius 
y la pr¿ctica de cualquia diligencia 
wya ~jccución les corresponda (artícu­
los 245.l.a. Jc la LOPJ y 297 de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil]. 

Es dudoso yuc las tlilig<n•··ias de or· 
clmar:ión, acordadas por el Secre:ano 
para impulsar el proceso, según la Ley 
Orgánica del Poder Judicial (art ículus 
279.1 y 2~0.2) puedan ser suficientes 
pura la pr.k tica de :mutaciones de cm­
hargo. En conrra, se ha pronunciado la 
Magistrado-Juez AMELlA MATEO 
MARCO. sobre la base de que la prác· 
t ka de una anotación de embargo no es 
un acto mcram'~nt~ procedimental ni de 
mera ejecución, sino limitativo de de­
rechos, 1mr lo q~e debe practicarse en 
vinud de mandan~knto ~on firma dd 
Juez. Esta tesis ha sido confirmada por 
Au!O del Tribunal Superior de Justicia 
de Cataluña de 27 de julio Jc 1990, que 
entiende que el art. 279 de la ley Orgá· 
nica del Poder Judicial, no impide la 
aplicución del an. 25i de la Ley Hipo· 
tecária, pue.> la propia LOPJ exige (art. 
279J) que In emisión de mandamien­
tos se haga "en la form<l que detenni· 
nen las leyes". 

e } A.v.<.~r~ ~\!' .~.~r:- .\~Y.L~'i\r.e:~ 1> 

puntos importantes del proceso, siem­
pre que esté prevenido que la resolu­
ción judicial no se dicte ~,• forma de sen· 
tencia, }' que acuden al Registro por 
medio del correspondiente teJtimonin, 
traslado, ceníficacián o copia cenifi· 
,·ada (anfculos 245. 1 .b y 279.2 de la 
LOPJ, y 36')de la Ley de Enjuiciamien· 
lo Civil). 

Son documentos judiciales especial­
menre i mportantt..~ , a efectos del Registro 
de la Propiedad: 1) Las sentencias de nu­
lidad, separación o divorcio, en las cua-



le>, o en ejecución de !Js mi,ma.~. d Juez 
aprueb11 el muvenio r~gulador, en cuamo 
afecta a ios biene> inmuebles (artículos 
91 y 95 del Código Civi i). 2) El auto de 
declaración de herederos abintestato (::u1. 

9~0 de la Ley de Enju iwuniento Civil). 
2) E! tcstimrmiodcl auto de adjud¡cación 
de bienes y el mandamiento cancelatorio 
en el procedimiento judicial sumar·io de 
ejenl(:irín ltipntccari¡¡ (arl 131.17:' de la 
Ley Hipotecaria). 2) Eltestimomodel auto 
de aprobación del remate o adjudicacíth 
en el procedimiento cju:utivo ordinario, 
aún en el caso de que se adjudique la tin­
ca al acreedor en pago de su m'dito (artí­
culos 1.514 y 1.519 de la Ley de EnjUI­
cramienro Civil, conforme a la Ley de 
ReformaPromal de 30de abril de 1992. 
que ha modif:cado el arL 224 del Regl<l­
m~nto Hi¡x~ecllrio). j) Los mandamien­
tos para expedición de certificaciones (:tr­
tículos 1 .489 de la Ley de Enjuici~mtiento 
Civil, 1 31.4.' de la Ley IlipDtecana y 
3511 del Reg lamen ro Hipotecario) o pan: 
la pr:ktica de :mutaciones preventivas. er, 
particular de embargo y de demanda, o 
en los caso.~ de suspemión de pagm, con­
curso o 'luiebra (a1tíeulos 42 y siguientes 
de la Ley Hipotecana, 139 y siguientes 
de! Reglamento). 6) El auto declarando 
.JU~tificados !m exlr~mos solicit~dos en el 
expediente de dominio (arl. 201 de la L<'y 
Hli)o/ rt.<iJn'a); etc. 

La calificación por los Registrado­
res de los docurnentos expedidos por hr 
Amoridad judicial está sujeta a reglas 
específicas que, como veremos, le im­
piden en;uiClar la llamada "juslic ia in­
trínseca del fállo" (an. 100 del Regla­
mento Hipulcc3rio). 

V. CIRCUNSTANCIAS DE 
LOS MANDAMIENTOS 
Y DE LAS ANOTACIO­
NES PREVENTIVAS 
DECRETADAS POR LA 
AUTORIDAD JUDI­
CIAL 

a) RPgla general: exi,qcncia de las 
circunstancias de las inscripr:iont .l". Las 
anotac10nes preventivas y, por tanto, los 

Htulos en que se pidan 1< onkm:n, de­
ben conlt:ner las mismas circunstancias 
que >e exigen p:.tra las inscripciones,'" 
decir,las contenidas en los aníc ulos 9c 

L.H.'. y 51 R.ll." ( <tn. T2 L.H.'). 

Si Jos títulos u documentos no re­
co~cn )¡¡' cHcunsrancias generales, 
puede ocurrir porque no resulten de lH 
documenwción que el Jue7. haya teni­

do a l:t vista P<lra dtc!ar la providenci3 
de <tnOt;,tdi}n o por ntra r:n1sa, tr:-uán· 
dose de petición ramo judicial como 
-:xlr:ljudicial. En este caso, se consig­
narán por los 1nkrcsados en d escri to 
en que, ele común acuerdo. soliciten la 
arm!aciónpceventiva y, si no h~1y acucr .. 

do, el Juez o Tribunal decidirá, en su 
ca.1o,lo 411e proceda (artículos 73 y 74 
LH:'.l. 

bj Cin.·.·¡nslanf'ios espec({it·as de 

h1s anotaciones. Además de las cir­
cu nst~"nc i as genera les , cr11nune~ al 
asiento de inscripción, son circ unsl~m­

cim propias dd asiento de anoración: 
nprc~ión de que queda constituida, su 
c!a~c. pcrson:t a cuyo favor se verifi­
que, documento en cu ya vinud se hi­
cic~c. indicación del Juzgado, Tribu­
nal o funcionario que lo haya dictado, 
en su caso, su fecha y que se ha pre­

sentarlo pnr ejemplares duplkados; si 
el docurnemo ruesc privado (Gtso, por 
ejemplo, de la anotact6n de créditos 
rcfacciomlríosL fas firmas han de es­
lar !eg¡¡imadas o l~1s panes habrán de 
ratific>use ante el Reg istr:.tdor (arl. 
J66.9,l 0y 11 R. H.''). 

e) AntJwclones on.ieruuias por Jue­

ces .\' Tribunales. Los mandamientos 
jUdicmlc5 ordenando al Registrador la 

pr~ktica Jc anotaciones prt~\'cn tlvas~ 

aparte de cumplir los requtsiros gene­
rales y espec iticos sei'ialadm, ofrecen 

algunas partin!laridadcs que deben 
desracarse: 

-Elmamlamicmo h~brá de pn:senlar­
se por duplicado y en él se insertará lite­
ralmente la resolución respectiva, indi­
cando que es fírrne, en su c:Jsu (arr. 165, 
primer p{mafo, R.J-1. 0 ), 271 



-l .. <ls mandamientos se cursarán pma 
Sll cumplimiento directamente por el 
Juez o Tribunal que los hubiere librado, 
sinnet:esicl:ll.l de exhortar a aquel en cuyo 
1ém1ino jurisdicciLm~l rndique ei Regis­
tro donde deba extender>e 13 ano~~eión 
(an. 299 Ley de Enjuiciamiento Civil y 
doctrim de la Dircecii>n Ge;1~ml de los 
Reg1strm y del Notariado). 

!.Jt reforma de !a Ley de Enjuicia­
miento Civil llevada ~ c~hn por la Ley 
34/1984, de 6 de agosto, planteó el prn· 
hlcum de !s subsisten~ i a del segundo 
p:\nafo del arL ló5 R. H'. que exige que 
el mandamiento sea siempre expedido 
por el Juez o Tribunal en cuyo tém1ino 
jurisdiccional radic.¡uc d Registro donde 
deba extenderse lu anotación, al c.¡ue ch­

hortadm con 1al ohjl~to los denuís Jueces 
y Tribunales. 

La Dirección Ge11eral de los Regis­
tros y del Notariado, a partir de ia Re­
solución de 31 de octubre de 1985 (con­
firmada por las d<) 7. R, l i, 11 v l3 de 
noviembre, S y 6 de diciembre de i 985: 
20 de febrero de l 986 y 27 de octubre 
de 1987) hH entendido que el ténnino 
"dircc!amente", tui li~-~do por d nuevo 
an. 299 de :a Ley de Enjuic1amiento 
Civi!, implica la supresión no sólo de 
imennediario> por1f1durcs del de,p3cho, 
sino también de cualquier otro órgano 
que se interponga enrre quien lo exp1da 
)' su dcstin~tario, siendo !a remi~ión del 
an. 1.453 a las disposiciones de la Ley 
Hipotecaria y su Reglamemo excllt>i· 
vameme a las d~. alcance n:gistml. pero 

i iU a· 111~ ub' pt1H.:tü, irnl.1.tHf lr 1tmml:..:. 

ción procesal. por lo cual debe enl<:n· 
derse derogado !ilcitamente el párraio 
segundo del art. 16.'i R.H.". 

El art. 299 de la Ley de Enjutcia · 
miento Civil permite, además, cuando 
la actuación requerida se considae de 
urgen!e prdctica, que, en la remisión de 
mandsmientos, oficios y exposiciones. 
puedan mil izarse lDS medios de comu­
nic;\ción a que se reftere el a:1. 288 de 
1~ propia Ley, es decir,télex, tclégrafo, 
tdéfono o cualquier o!ro medio, bajo la 
fe del Secretario, sin perjuicio de con-

fim1ar la actuación en despacho ordi­
nario, qtte habrá de remiti rse el mismo 
día o al siguicnlc. La ulilizaci6n de es .. 
tos medios para la presentación de do­
cumentos stL~ceptibles de registración 
venía tropezando en nuestro Derecho, 
con la prohibidón de presentar docu­
mentaci6n no susceptible de provOlw 

asientos (art. 3.0 U-1.", en relación con 
el an. 420.3 del R.H.~). con la regula­
ciún sobre present:.ción de títulos remi­
tidos por correo (arl. 4!8 R.H.0) y con 
la no ;tcepración por nuestra lcgisiaci6n 
hipotecaria de figuras como la ''preno­
tación" o d ·•al'isn preventivo", admili­
das por otras legisl~cioncs. así cumo la 
difirultad de separar en la presentación 
el documento in~~ribibk, comn tal, de 
111 solicitud de inscripción, cuyos efec­
tos o consecuencias jurídico-hipoteca­
rias corren paralelos. Pero la rrgulnciún 
d~ la prescJ~Iación de documentos por 
!elecopia. ronformc :~1 R. D. 430/1990, 
de 30 de marzo. pem1itía ya dar ca uce 
al ar1. 299 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil, al menos en lo que a la utiliza­
cit1n del télex 5e refiera. Y el recienle 
R. D. 25.17 1 994, rte 21) de diciembre, 
dispone cue "lo> órganos judicicialcs 
podt án enviar por telefax al Registro de 
la Propiedad competente las resolucio­
nes judiciales c.¡ u e pu~dan causar asien­
to reg1stral. el dia de su finna o en el 
sig11icntc háhil". 

-Corresponde al Juez o Tribunal la 
adopción de la rcsoluci6n y la facultad 
de dictar el mandamiento respectivo: 
pero hasturá para su ejecución con el 

.tuh .. -uauU·,,a!il~ul.r1;vr·\JlR:uuJ~mu·c:J'..::·J 1 

que el Secretario sse~ere su autentici­
dad, aunque fzhe la linna del Juez (Re­
solución de 28 de junio de 1989, que se 
iundamcnta en los ar1.ÍC11k1s 1 ", 279, 2H() 
y 288 de la Ley Orgáni ca del Poder lu· 
dicial, a los que entiende debe supedi · 
tn~c el art. 257 L.Hl). 

-Tratándose de anotaciones ordena­
das de ofic;o por la Autoridad judicial 
(v. gr. del embargo decretado para ase· 
gurar las re~ponsabihdades civiles de un 
juicio penal), 110 es necesaria la preví:; 
presentación en la oficina Liquidadom 

1 

r 



ác las resoluciones judiciaies para que 
puwun sunir cf.:ctu en el Rcgist.ru de 
la Propiedad (Resolución de 21 de di­
ciembre de 19¡\7, en relación con losar­
tículos 254 y 255 LH' . 40 y 57-2.c del 
texto refundido de la Ley de.! lmpuesro 
de Transmisiones Patrimnniales y Ac­
tos Jurídicos Donnm:nlados. 72. 87 y 
88-1.0 de su Reglamento). 

VI. EL PRINCIPIO DE 
LEGALIDAD Y LA 
CALIFICACIÓN DE 
LOS TÍTULOS INS­
CRIBIBLES 

Dice PEÑA HERNALOO DE QUI­
ROS 4u~ calificar es decidir ~i el hecho 
del cual se solicita el asícmo lle~a al 
Rcgimu wn los requisitos exigidos ¡ma 
que. sea registrable. Es decir, es deter­
minar si, conforme a !u Ley, procede o 
no pracli~ar d ~•sié1 1tn .>olicitado. La 
calificación es. pues. como explica 
ROCA SASTRE, un trámite depurador 
de la litulaci6n presentada a registro: el 
examen. cemura o comprobación que 
de la legalidad de los títulos presenta­
dos a rcgisiro verifica el Registrador de 
la Propiedad. 

DdJ~nuls sei\alat·, no obstante, que 
la calificación registral, en scmido am­
plio, alcanza no sólo al examen de los 
títulos presentados, sino también a su 
conexión con el contenido del Rcgis­
trn, en e! que habrán de quedar inte­
grados los derechos cun1cnidns en los 
mismos. No es que el Registrador ca­
lifique d cont.enido del Registro -que 
ya está calificado y baju la sa!vagunr­
din de los Tribunales--. sino que lo pone 
en rdaGión co!l'el con1enido de los tí­
tulos, de tal modu que el cfccio·dc Cll-

1 i ticación de! mismo título, puede ser 
di~tirno ante un contenido r~gistrol di­
ferente. 

La calificación registra!, en cuanto 
~upone una actividad del Registrador 
depuradora de la rituladón pres0n1ada 
a registro, es el instrumento para hacer 
efectivo 0l prim:ipio de legalidad, pro-

clamado por el an. 9. 1 y 3 deJa Consti­
tución española de 1978. El principio 
de legalidad - segLín señala CHICO 
ORTIZ- implica una doble proyección 
del principio de St~guridad jurídica: se­
gurid3d del derecho. a través de la jus­
tic;a, como vnlor superior; y seguridad 
del tráfico, ai eliminar la discusión ju­
dicial. Este >e.gundo aspecto lleva con­
sigo el reconocimiento de órganos a los 
que el Estado otorga ht faculrad del con­
trol de la legalidad. 

La facultad calificadora rkl Regi~­
lrador está proc lamada en la Ley Hi­
potecaria: "'Lt)S Registndores califica­

nín, bajo su res ponsabilidad. la 
legalidad de las formas e¡o;trínsecas de­
los documentos de toda clase en cuya 
virtud se -solicite la inscripción, así 
como !a capacidad de los otorgantes y 
la v~.li de:-.de los actos dispositivos con­
tenidos en las escrituras públicas ... " 
(an. ¡g¡_ Con distiiHo alcance. la fa­
wltad calificadora alcanza a toda cla­
se de documentos inscribibles: notaria­
les, judicial~s o acimi n istrati vos 

(aniculos 18 de la l ey Hipotecaria, 99 
}' IDO del Reglamento). 

Lq Exposici6n de Motivos de la L~y 
Hipotecitri~ de 1861 -proclamó ya 'la 
exigencia de q'ue d Regis lm c orHcnga 

las obligaciones 'que produzcan dere­

cho~ reales cuyos títulos tengan valor 
jurídico y no aquellos a los que las Je. 
}'CS niegan fuerza coactiva JEROI\'IMO 
GONZALEZ. por su parte, afinn ó la 
necesidad del mímite depurador de la 
tituhtción presen tada a inscripción , 

pues. si no fuera asf -decía-, los asien­
tos sóloservirían·para engañar al públi­
co, favorecer d tráfico ilícito y provo­
car nuevos conflictos. - Y SANZ 
FERNÁNDEZ destaca que, 'Si ·ía fun­
·ción del Registro es dotar de seguridad 

a los derechos reales, no quedaria cum­
plida si no huhiern un medio de·conse­
guir que fucrm válidos y perfectos; este 
fi n se consigue a través del principio d~ 
legalidad, el' cual; a·'su vez,, actúa por 
medio de la función calificadora. 

No obstante, debe apuntarse que la 
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funcíón caliticadora, según señala GO· 
MEZ GALLIGO, litnc desarrollo efec­
tivo en los sistemas consolidmlos o tam­
bién llamados de desenvolvimiento 
técnico, puc~ en los si.stemas de trans­
cnpción la calificación se limita a la 
comprobación de que se han observado 
dctenninados requisitos para la inscrip­
ción, en gen~ral de carácter meramente 

termal. 

Han de dc,tacarsc, por otw parte, las 
difi cultades crecientes con las que -como 
seiinla CHICO ORTIZ-tropieza la apli­
c<lción del principio de caliticación re­
gistra!: la multiplicación legislativa, que 
lleva consigo la incertldumbre de su vi­
gencia; el problema de la distinción en­
rre lo real y lo personal u oblig~cional; 
la a¡mri dón de nuevas ligums que recla­
man protección registra!, cspccialmeme 
en el terreno del urbanismo o JXlf la w­

cializaci6n de grnndes masas de uerras 
(tambrén podrían ciu;rsc la> nuevas fór­
mulas de garantía crediticia y financie­
ra: "lca~ing" inmohiliano, tipos especia­
les de hipotecas, etc.); la aplicación de 
medios mecánicos ah ¡écnica regis tr~ l. 

como la ci!J.emética, los ordenadores, etc. 

VII. CARACTERES DE 
LA CALIFICACIÓN 
REGISTRAL 

1 Y) Acth·i dad jurisdiccional de control 
de la legalidad. 

Cuak1uit~ra qu\~ sea 1 a naturaleza que 
asignemos a esta actividad en el camJXl 
del Derecho (proceso, procedimiento, 
acto de jurisd!cción voluntaria, ju sticía 
rcgi>tral, etc.), no cabe duda que el Re­
gistrador desarrolhl una fundón de con­
trol JUrisdiccional de la legalidad y au­
temicidad de 1 a ritulación presentada a 
registro. Sobre eS! e control, se estable­
ce la apariencia jurídica protegida por 
la publicidad registra!. 

2 .") Competencia txclusha dd Regís· 
trador, 

La función calílicadora es de la e;<-

cluxiva y personalísima competencia 
del Registrador de la Propiedad, sin que 
pueda delegarla en otro funcionario (ar­
gumento <m. 1, párrafo 2.' de la Ley 
Hipotecaria, y salvo casos excepciona· 
les como el de incompatibilidad por 
parentesco), Ni siquiera cuando de la 
documentaCión pre~entada res u !te ha­
berse cometido un delito, puede el Re­
gistrador dckgar ni paralizar su func1ón 
(Resoluciones de 30 de mayo, 14 y 26 
de julio de 1988), sin per.fuicio de dar 
pan e a la correspondiente autoridad ju­
di cial (a11. ][)4 del Reglamento Hipote­

cario). 

3-') Función obligatoria, 

El mandato que la Ley dirige ~1 Rc­
gimador para la calilicación es impe­
rattvo: "Los Regi~tradorcs calilicarán ... " 
(artículos 18 y 99 de la Ley Hipoteca­
ria), CHICO ORTIZ adjetiva de inex­
cusable la función de calificación. Efec­
tivamente, el Registrador, como el Juez, 
no puede inhibirse en su función de de­
cidir sobre la existenwt y alcance de los 
derechos a erectos de la inscripción. La 
Ley Hipotecaria pcnnitc a Jos Registra­
dores "consultar directamente con la 
Dirección Geneml cualquier duda que 
se les of~ezca sobrda inteligencia y eje­
e u e ión de esta Ley o de ~u Reglamen lo, 

en cuanto verse sobre la organizaciÓn o 
funcionamiento del Regist ro", pero "sin 
que en ningún caso puedan ser ob,ieto 
de consulta las materias r>cuestiones su­
jeras a calificación' (an_ 273i. 

4.") Función ind~pendienle y li!Jre, 

Dicen LACRUZ-SANCHO que la 
cali!icación no es función JUd ictal, pero 
se ejerce con indep¡,.ndcncia semejante, 
constituyendo un especial matiz de la 
legalidad del Registro, >i se compara 
csra funciún con las del funcionario ad­
ministrarivo, jerárquicamente subordi­
nado. La independencia y libertad del 
Registrador en la calificación, queda de 
manifiesto si destacamos Jos siguientes 
aspectos: a) El Registmdor no está vm·· 
culado por pactos o decisiones de los 
particulares que traten de limitar la li-

l . 
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bert:;d y ámbito de la calificac16n (Re­
soluciones de 30de enero y 16 de sq¡.. 
ticmhrc de i 987). bi \'i siquiera está 
condicionado por su propio cnterio, que 
puede rectiticar, bien en el procedimien­
to rcgistr!tl onilnariü, rm~diame rweva 
prcsemación de l()s títulos antes califi­
cados, que serán objeto oe nueva caliti­
cación (art. lOX del Rcglam~nto), bien 
en lrámjtc~ de rccurs0 gubematlvo, aun­

que se hubiera interpuesto contra cali­
ficación de otro Regiwador, cuyo cri­
terio no le vincula (art. 116 del 
Reglamento y Resolución de 5 de fe­

brero de 1988). e) No k vinculan, tam­
poco, decisiones de ou·os órganos y en­
tidades, respecto de los cuaks e~ 
ab•olutamente independiente (Resolu­
ción de 16 de marzo de 198H, en la que 
se trnt:>ba de 1n1pon~r m la calificación 
un prev10 acuerdo de ta DireCCión Ge­
neral de Tran,accioncs Extcriorc,)_ d) 
En cuanto a la Jurisprudencia hipoteca­
ria, los Registradores de la Propiedad 
"especialmente deben tener en cu~nta 
la doctrina de la Dirección" (Resolución 
de 27 de septiembre de 1978), lo cual 
supone, a nuestro juicio, carácter vin­
culuntc para el Registrador, cuando es 
continuada sobre la misma materia. e) 
La independencia del Registrador en la 
calificación" ks pmnih; acudir en que­
ja al Presidente de la Audiencia respec­
tiva, ante los apremios de Jueces o Tri­
bunales para practicar cualquier aúento 
improcedente a jUicio de aquel (art. 136 
del Reglamento HipotccHrio). 

5.0) Funciún n.'Sponsable. 

La independencia y libertad del 
Registrador en la cal i t'icación tienen 
~amo contrapartida stl responsabilidad 
personal. Los artículos lS y 99 de la Ley 
Hipotecaria establecen expresamente 
que "Los Registradores ~alillcarán bajo 
su responsabilidad ... ". La responsabi­
lidad de los Registradores puede ser 
penal, civil y disciplinaria y, a dife­
rencia de otros funcionarios, es una 
responsabilidad d1recta -<an su f¡an­
za y con sus bienes (a11. 296 de la Ley 
Hipotecaria)-, lu cual, como dice La­
cruz, aleja la figura del Registrador 

de la del funcionario administrativo, 
por quien la Administración respon­
de principalmente. 

6.') Punción revisable. 

L! decisión del Registrador en ejer­
cicio de la función calificadora, produ­
ce efectos "crga omnes", aunque está 
desprov;sta de la fuerza de cúsa juzga­
da (LACRUZ). En lodo c¡¡so, la califi­

cación "se entenderá·Jimitada a ·los efec­
ws de extender, suspender o negar la 
in>cripción, anotación, cancelación o 
nota marginal solicitada" (an. 10 l del 
Reglamento HipolC{;<trio). 

Ahom bien --{;Omo señala COSSIO-, 
el principio de legalidad se desenvuelve 
en un verdadero juicio hipotecario que, 
tomando por base los datos que cons· 
tan en el Registro y los que suministran 
los interesados, leonina o no, scgtín los 
casos, en la prktíca de! asiento solici -
1 a do. Cuando 1 a decisión del Registra­
dar es negativa, suspendiendo o dene­
gando la operación solicitada, la 
naturaleza jurisdiccional de su decisión 
-basada en un juic io lógico de análi~is 
fácnco y subsunción jurídica, como dtce 
LA CRUZ-, impone conceder a los ín­
tcre~ados la posihilitlad de recurrirla. 

La Ley Hipotecaría establece un re­
curso gubernativo comra la cali lkación, 
ante los Pre>:demes de Jos Tribunales 
Supcriurc~ de Justícia de las Comuni­
dadesAutónomas, con alzada ante la Di­
rección General de los Registros (artí­
culos 6ó de la Ley Hipotecaria, 112 y 
siguientesdei·Reglamento), y un recur­
so judicial (arL 66 de la Ley), además 
de una serie de recursos de queja con­
tra la negativa a extender asiento de pre­
sentación (art. 416 del Reglamento), a 
expedir certificaciones (art. 37 de la 
Ley), etc. 



VII. CALIFICACIÓN RE­
GISTRAL DE DOCU­
MENTOS JU IHCIA­
LES 

La caliticación por el Rcgi~tr~uor 
de los documentos judiciales, como se­
ñalaba DON JERONlMO GONZA­
LEZ, parece difícil de admiti r, pues po­
dría pensarse que la resolución del 
Registrador suspendiendo o denegl!ldo 
el asiento, raya en desobediencia, al ne­
gw;c abicrl.'uncnte a dar el debido CLim­

plimiento a sentencias dictadas por el 
Juez dentro de los límnes de ~u compe­
tencia; o se accrc11 a l delito de denega­
ción de auxilio, por no prestar la debida 
C{}(Jpcración a In administración de jus­
ticia. 

Sin embargo. dt:sdc otro punto de 
\'isla, no puede dejarse la extensión de 
un asicnrn y la marcha de la oficina n 
funcionarios que resuelven sobre cues­
úones distintas y sin exacto conocimien­
rn de los datos registrales. Demro rle su 
respectivo campo. el Rcgi~trador }" el 
Juez - apostilla ROCA SASTRE- son 
autónomos y en cierto modo soberanos; 
J c mudo tluc e l Juez no puede imponer 
la extensión de un asiento detennina­
do, como el Registrador tampoco pue­
tk altcmr los pronunciamientos Jc tlll 

fallo. 

GOMEZ GALLIGO. en el mismo 
sentido, señala que, a diferencia de los 
documentos públicos notariales, lo1 
documentos judiciales no pueden ser 
oqieto de calificación sino en determi­
nados extremos, pues de lo contrario 
quedaría afectado el principio jurídico 
de unidad de jurisdicción. consagrado 
actualmente por nuestra Constitución en 
elmt. !17. 

El precepto básico, para detenninar 
el akm1ce de la calificación por el Re.· 
gistr~dor dr: los documentos judiciales. 
es el art. lOO de l Reglamento Hipote­
cario: "La calificación por los Registra­
dores de lo~ docunwntos expedidos por 
la autoridad judicial se limitará 3la com­
petencia del Juzgado o Tribunal, a la 

con~rucncia del mandato con el proce­
dimi"emoojuicioen quese hubicrc Jic­
tado, a las formal idades extrínsecas del 
documento presentado y a los obstácu­
los que ~urjan del Registro". 

Tratándose de asientos de cancela· 
ción, el art. 100 de la Ley HipOlecaria 
dispone: "Los Registradores calillcar{m 
tumbién, bajo su responsabilidad la 
competencia de Jos Jueces o Tribunales 
que ordenen las cancelaciones. cuando 
no fi rmare el despacho el mismo que 
hubiere decretado la inscripción o ano. 
ración preventiva. Si timbren de la com­
petencia del Juez o Tribunal darán cuen­
ta al Presidente rle la Audienc ia 
respectiva, el cual decidirá lo que esti­
me procedente". 

En hase a los respectivos campos de 
competencia de la.s funcione.' regi~tral 

y JUdictal,la calificación por los Regis­
tradorc.~ de los documentos jlklicíales 
l parece más restringida que en otras 
materias (Resolución de 24 de agosto 
de 1981 ). Pero debe tenerse en cuent3 -
según se1iala m:crladamcntc GOMEZ 
GALLIGO-, que esta limitación só¡o 
tiene lugar u·atándos~ de documentos ju­
diciales propiamente dichos, ma' no 
cuando se trate de documentos asimila­
ble' a las escrituras públicas (por ejem­
plo, 1 a escri tur<• otorgada por d J ucz en 
rebeldía del deudor en juic¡o eje.;uüvo), 
o cuando el Juc1. no acr.úa inve,tidn de 
"'imperium"' (v.gr. Jaudo arbitral o apro­
bación judicial de pa11iciones heredita­
rias). 

Analizaremos separadamente los 
distintos aspectos que ofrece la califi­
cación registra! de los documento~ ju­
diciales. 

1.~) Competencia del Jm.gado o Tri­
bunal. 

El Rcg is tradnr califi ca la competen­
cia del Juez o Tribunal que ordene el 
asiento, en un triple semido: 

a) Por razón del lugar (en el supues­
to de que sea posible la sumisión ex· 



presa de las par¡e.s a un Juez o Tribunal 
dis1in1o del que sería compe1en1e; la Ley 
de Medid;is Uri!Cnl::s de Rcfonna Pr(}­
cesal de 30 de abril de i 992, la ha su­
primido en cuanto al procedimiento JU­
dicial sumario de ejecución hipotecan~: 
regla l.' del art. 131 de la Le.y Hipote­
caria). 

bl Por razón de la marcna (v.gr. , si 
se ordena la c:mcelación de a>ienlr,s re­
gisrr:ilcs en un proceso penal, salvo que 
la cues;ión apare1.ca ligada ul hecho 
punibk de modo que s e~ racion~lmcn­

le imposible su separación: art. 3° de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal). 

e) Por razón de la cuamía (v.gr. si se 
decrcla una ano! ación de embargo por 
cuantía superior al límice que dctenm­
nn la competencia del respectivo Tribu­
nal). 

L~ Dirección Gcncml de l o~ Regí>­
lros y del Notariado, en relación con la 
calificación registra! de documentos 
judiciales, tiene declarado: 

-que emre las materias que apare­
cen sujclas .a la apreciación del Regis­
trador, se encuentra la rdativa a la ¡;um­
petencia del Juzga do o Tribuna l, 
lcnicndo "no ya la facultad. ~ino tam­
bién la obligación de examinar esta 
cuestión" (Resolución de 31 de diciem­
bre de 1981): 

-{jliC la califi cación regi ~tra l de la 
competencia del Juzgado o Tribunal. 
debe limitarse a aquellos aspectos apre­
chtbles de oficio por d órgann jurisdic­
cional, como son la falta de juri sdk-ción 
o la falta de competencia objetiva o fun­
cional, m<ís no debe alcamar a la com­
petencia terntorial, cuestión basada en 
motivos de orden privado y sólo invo­
cable por las parles (Resolución de 17 
de JUlio de 1989i: 

-<¡uc los acuerdos de naturaleza real 
inmobiliaria, adoptados en actn de con­
ciliación; no son título suftc1eme para 
la inscripción, al tratarse de actos ex­
trajudiciales cuya daciún de fe corres-

pon:ie al Notario (Re,c;olución de 1 O de 
juli<>de 1943); 

-que es. no obstante, inscribible 
d cm!vc niu reg ulador. ~cortiado o 
aprob~do por el Juc.z. en las senten­
cias de nulidad , separación o dí vor­
cin (Resolución ck 25 de febrero de 
1988). 

2!1 Congruencia dd mandato ron el 
procedimiento o juicio en que se hu­
biere dictado. 

Aunque no corresponde al Registra­
dor -según ~cñala MENA y SAN Ml­
LLAN- comprobar la adecuación de la 
sentenciii con la demanda, porque sería 
rc"isar el comenido intemo de la scn­
len:ia. sí es de su incumbencia velar por 
la pureza del procedimiento re gistra! . 

debiendo "examinar la congruenoa del 
mandaro con d prnct:dimicnto seguido" 
(Resolución de 23 de noviembre de 1983). 

En e.st<.> sen! ido . h:.t de apreciar si el 
Juez, al dictar su resoluoi6n, mbas.~ su 
rompcrencia o lo hace en procedimien­
to inadecuado (v.gr. sería improcedente 
que en un juicio ejecutivo se hicieran 

declaraciones sobre la propiedad del 
inmueble): o si 1:11 el procedimiento ha 
sido parte el titular registra[ (Resolución 
de 7 de noviembre de 1990). 

La Dirección General de Jos Regís­
Iros y del Nolariado, en relación con esta 
cuestión ha hecho, entre otras, las si­
guienTes declamciones: 

-que es improcedente la declaración 
jt1dicial tlc.hcredcros "abintestato", al 
resullar de la ce rtificación del Registro 
Genernl de Actos de Ultima -Voluntad 
la cxistcnci~ d<.> un testamento cerrado 
(Resolución de J I de octubre de ·l973); 

- -que ha de rk:ncgarse ·la inscripción 
de umrsencencia dictada en cxpcdicruc. 
de dominio para la reanudación del trac­
to, cullildo, en realidad; no hay intenup­
ción. al ser el actor heredero del titular 
registra! (Resoluc ión de 16 de febrero 
de 1988); 27:. 2:~ -~. ·~-~ 

> -.~ ~ 
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-'-<:¡uc, ai no poder reanudarse el tr>Jclo 
medíanle expdicnlc de dominio, pue­
de acudirsc ni procedimiento dcdarali­
vo ordinario (Reso!ucJón de 24 de en~­

ro de 1963): 

-c:¡uc no es el procedimiento ejecu­
tivo el adecuado pam la cancelación de 
derechos mscnms con anterioridad al 
comicnrX> de la eJecución (Resolución 
de 29 de abril de 1988). 

3.º) Formalidades e;drínsecas del do­
cumento. 

En es le punto. separaremo,; los dos 
aspectos objdo rle calificación: 

a) Documentación JUdiCJa! idónea 
a efectos del Regisl m de la Propie­
dad: "Para que en Virtud Jc rc soln­
ción judicial pueda hacerse cualquier 
asiento en c.! Registro, expedirá el 
Juez o Tnbun~l. por duplic·atlo. el 
mandamiento correspondiente. ex­
cepto cuHndo se t rale de ejeculorias·· 
(an. 257 Ley Hipotecaria). Es lo que:: 
GOMEZ GALLIGO !Jama la forma 
registwl de las re solucione> judicia­
les. 

b) Observancia d~ las fonnalida­
dcs exigidas por la legislación hi po­
tecaría, índependit!ntemente de que el 
documento sea idóneo a efc.~to> pro­
cesales: no contener las circunsrancíJs 
exigidas según l:l ~l:1sc ch.~ as!cHto (ar­
tículos 9.J de l:!. Ley y 51 del Regla­
. Luer.\l{\ p_RGl.la:,~_.i};l~.f.J~~ru')._o_!T.~}'.: .7.}J) J.) 

de la Ley y 165 a 172 del Reglamen­
to, para las anotaciones preventi•:as; 

103 de la L~.y y 193 a 195 Llcl Re.gia­
mento, para las cancelaciones); espe­
cialmente, no contenerse lireralmen­
tc la rcsolu"ión judicial recaída (an. 
165 del Reglamento). no expedirse el 
documento por duplicado (art. 257 de 
la Ley) o no hacerse constar la firme­
za de la resoluCión. en su caso (arr. 
165 del Reglamento); no expedirse el 

Dir~cción General !Resolución de 2X 
de junio tic 1 9H9) admlle que. atmque 
la resolución qu..- acuerde la canceJa­
cióu de asientos h;i de estar dictada 
por el Juc.z, su traslado puede hacerse 
por el Secretario en documento que 
asevere la autenticidad . ~unquc falte 
la fí rmn del J uezi; etc. 

4.~t0hstáculos que surjan del Registro. 

Este aspet:to de la cali!icación, aun­
que recogidO especialmenle para la que 
afecta a los documentos JUdiciales y 
admini>tmtivos (artículos 99 y 100 Llcl 
R<·glamenlo Hipotecario), es, en re~li ­

dad, común 11 lodo ducumento imcrihi­
ble el RegJstmdor ha de examinar el 
contenido dd Rc!')>tro, p~ra comprobar 
>i el pronunciamiento que contiene per­
mile o no la regisrración que se prelen­
de (v.gr. si d lílulononlicnc la 1rnnsmi­

sián del dominio. figurando inscrita una 
prnhihición de di~ poner). 

No se trata de calificar propiamente 
el contenido del Registro, ~ues el título 
que lo provo~·ó y;j rllc caiiti:.:ado en su 

momento. Se trata de comprobar >1 el 
asiento q uc se pretende se acomod~ y no 
e5tÚ en contrJdicciún wn d conknido 
del Registro. que ha de ser respetado. 
¡mes cst:í bajo la salvaguardia de los Tri­
bunales (art. L0 Ley Hipotecaria) y res­
pecto del mismo op~mn los princ1p1os 
fu ndamentales del sistema (presunción 
de exacti t~d e tmegndad. protecc1ón del 
lnccro tiltll~r rcgistn~l, oponibilidad fren­

te a derechos no insc1itos: artículos 32 . 
34, J,~ .~IL .ili' .! ~ .Le¡Y HiP.(\l!'.!:iit:\r) 

Por tanto, a pesar de la expresión 
"obs1:iculos t¡lJC surjan del Rcgi~tro".lo 
cieno es que el Registro se !!mil a a ¡m­
blicar d estado registrai dt' los derechos. 
al que han ele aco:nuüarsc todns los títu­
los inscribibles. sin perjuicio de que. 
cuando sea procedente, se rectifique su 
conknidn. por acuerdo dt~ los i utcrcsa­

dos o por resolución judicial (Resolucio­
nes de 18 de enero y 7 de marzo de 1988, 

mandamícntn por el Juez (arl 257 de y i6dc enero de 1990. cnlrc otrns). 
la Ley Hipotecaria y 2.182 de la Ley 
de EnJuiciamiento Civ il), ;;i bien la La necesidad de tener en cuenta y 



respetar el contemdo registra!. !'reme a 
la~ pretcmil>trcs de los titulas presenta­
dos a inscripción, se ha puesto de relie­
ve por la Dirección General de lo~ Re 

gistros en numero!;OS acuerdos. de los 
que entresacamos: 

-<.JUC la calificación de los obstácu­
los registrales, no implica inv1-.si6n de 
la ~sfcra atribuida a los Tribunales de 
Justicia (Resoluc;ón de 27 de junio de 
1 ')5:J); 

-que constttuye obstáculo registra\ 
estar inscrito ulrutitulo anterior, no te­
nido en cuenta en el pleito (Resol~rc icin 

<k 4 de nb•·il de 1914); 

-que no hay ex tmlimitaciün ctJla ca­
liticadón. si el Registrador se limita a se­
fblar la existencw de una doble matricu­
laciútJ (Rcsuh•ciútr de 2 de julio de 198Q): 

-que el Registradorpuedecxamin~r 
si se han r~aliza<.lo o no las notiticacto­
nes a las personas que aparezcan intc­
re~adas según los libros regi~ tralcs: 

--que constituye un obstáculo regis­
tralla existencia de un titular registra! al 
que legalmente se hace preciso notificar 
(Resolución de 24 de agosto de l'JX l ); 

- que el Registrador ha de calificar, 
en relación con el mandmnicn:o de can­

celación de cargas posteriores de la re­
gla 17' del art. 131 de la Ley Hipote­
caria, si la cantid ad de intereses y 

costas reclamada y decretada excede 
de la que ~onsla ~n d Registro como 
garantizada por la hipoteca, pues no 
puede exceder de la misma, extendién­
r\'1sc la calilicadón al examen de com­

patibilidad con la situación regimaL en 
función de la salvaguardiajurisdiccio­
lllll de los asientm del R~.gistro y de 1~ 
eficacia y protec ción de los derechos 
inscritos (Resolución de 27 de JUÜO de 
1988) 

5!) El R~gislrador no calif'ica el 
fundamento de. las resoluchmesju­
diciales. 

La caliticac í6n rcgístr~tl ha de res­

pt~tar el fundamento de la resolución 
judicial de !u que derivan ~dos y dere­
chos inscribibles. no pudiéndose alegar 
dcfe"tos que tengan su base en la reso­
lución rec:1ída, cuyo fullll~mcnto no 
podría discutirse sí no es en la propia 
vía jurisdiccional. 

La Dirección General de los Regis­
tms y del No1ariado ha decl~radn reite­
radamente : 

-que, si el Registnulor pudiera re­
visar los rundamcntos de las resolucio 
IKSJUdicialcs, mvadiría la csfer~ priva· 
tiva d" atribucione> de orros 
funcionarios (]{esoluciones de 5 de ju­
nio de 1894, 1 S tk agosto de 1902. 25 
de mayo de 1938, 6 de febrero de 1953, 
24 de agosto de 1981 , er e.); 

-que los l\egistradores, en !a caliti­
c;tción de los documento~ judiciaks. no 
podrán entrar en el examen del funda­
menio de las resoluciones jud iciales, ya 
<¡uc ello implicaría t1na r·cvisi<ín de la 
Jegaiidad o ilegalidad de tales acuerdos. 
que están salvaguardados con-la autori­
dad 'j responsabilidad tic los Jueces y 
Tribunales (Resolución de 24 de agos·· 
tode 1981): 

--que soiamente pueden denegar la 
inscripción por cucstiollcS de fondo 
cuando la nulidad sea patente (Resolu­
ción de 1 X de noviembre de 198(1)_ 

IX. RESOLUCIONES JlJ­
DICIALESY LAUDOS 
ARBITRALES DA­
DOS EN EL EXTRAN­
JERO 

El Reglamento Hipotecario (arL 38) 

dispone que ~erán inscnbibles cuando 
hayan sido reconocidos por Tribunal o 
Auloriuatl competente , con arreglo a 

las leyes y convenios intem~cionales. 

Señala, no obstante , AGUILAR 

NAVAl<ROque la competencia Judicial 
de los Tribunales cspaí\olcs sobre los 
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irunuebles sitos en Espaiia es exclusi­
va, de modo que no se reconocen ni .>e 
ejecutan la~ sentencias d!C!adas por Tri­
bunales extranjeros (art. 954 de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil). 

La conscmcncia -como dice EGEA 
InANEz- es que, a pe¡;ar del M. 4° de la 
Ley Hipotecaria, las ejecutorie-s pronun­
ciacbs ¡JO< Tribunales extranjeros no tie­
nen acceso al RegiMro de la Propiedad. 

El Tribunal Supremo ha ranficado 
la aplicación de la "lex rei siliac·· (art. 
HU del Código Ci,•il), en el sentido 
de que los conf1ictus 'robre existencra, 
comemdo y ejercicio de los derechos 
reales sobre inmuebles sitos en Espa­
na. han de sus lanriarsc conforme al or­
denamiento ·patrio, circunstancia que 
llcv~ consigo la exclusividad del "fo­
rum reí sitae" pant conocer de las ac­
ciones reales mmobiliarías (A uro de 23 
de enero de 198G de la Sala Pnmera 
de lo Civil). 
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